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Hechos

Ilmo. Sr. Director general de Administración Penitenciaria.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Miguel Reiris Ah·arel.
como PreSidente del Consejo de Administración de (dnmohlllana
~'Iódlllo, SOCIedad Anónima)). contra la negativa del RegIstrador mer­
cantil de Madnd a inscribIr una escritura de modificación y refundiClon
de Estatutos sociales.

RE5,-OU "C/O.V de 8 dc junio dc 1992. de la Dir('ln(JIl
(/('nc!"a{ de 105 Regi.l'lr05 J' dd '''''oranado. i'1I e/ J"('CUl"\u

>';lIhernariro imerpllCSlO por don Miguc/ Reiri.1 .·jf\üre
~,(1/!10 PI"('I/11'nTl' d(:1 COllSCjO de, A.dlJlinislraolÍn de «(/nlllO'
l'¡,lial"l(J\lodlilo. Socfedad Anonlll/il¡', CO!lfr(J fa llegiifil'(1
</d RC~I,\lrad()r mercantil de .Madrid a il1.\aihir un,)
('"critIlUl de I1wdUicac/ón r refundición de ES!Q/lf/(ls SII¡'ILJ
fes. . .
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11
Presentada dicha escritura en el Registro Mercantil de Madrid fue

calitil.:ada con la siguiente nota: «Se suspende la inscripción del presenlc
dOc-UnlL·ntO por wmprcndL'r los siguientes defectos que Impiden pracll­
cJrla: En el supuesto prc\'lsto eh d último párrafo del articulo 6 dc los
btatutos el precio de <ldClU1Siclón debe ser el correspondIente al yalor
real de las acclOnc-s. dcwrmlOado por el Auditor en los térmlnos
previstos en el artículo 114 de la Ley de Sociedades AnÓmmas. La
facultad concedida en el articulo 20. 1) a los Administradores deherá
limitarse:J. las Sociedades con objeto idéntico o análogo al de "Inmobi.
liaria Módulo. Sociedad Anónima" (artículo 2 de los Estatutos. 1~Q de
la Le\ de Sociedad Anómmas y 117 del Reglamento del Registro
Mercanl111. HabH~ndose <lmp\iado el objeto social no se acredita la
publlcarian de ~u anuncio en dos periódicos de gran circulación en la
provincia (aniculo l50 de la Ley de SOCIedades Anónimas y 164 del
Rcglamt'nto tiC'! Registro Men.:antil). Y en cumplimiento del articulo

comendando. asi C01110 que sc cumpliera la 1cgalidad Vl\lente v sc le
astgnma un puesto de trahalo acorde con su. calegon::l túnCloriamll y
admimSlrall\'l. que .ll1lplicira cl dc.;empcño .Jm::cw de lareas y flllKi(;­
ncs pfl)p1a~ 0C su (u~'rrc) y. en consecuenCIa, ,kbc ¡mular y anuiJ. 1l1~

referidos ados admilli.~trallVO~ impugnados, por no ser conformes ,11
ordenamiento Jundico. y debe declarar y dl:c1ara del derecho del rccu­
rrente a que [)or la Administración demundada se cursen las órdenes
oportunas al )ireclor del Centro Pcnitenciano de Granada pam que s¡;
abstenga de <hlgnar a :iquél. la rcali73ción de trabajos, tareas y funciones
que no ~can propia" del (w:rpo y Orupo admimstra~l\'o af que pCl1e­
nece~a~;Í C\1Il1U a ser nombrado para puestos de trabajO acordes con ;;u
categoría funl'ionanaL CUYOS cometIdos sean los descntos en la Ley
39/f970. de 22 de. dIciembre. y el Real Decreto 3261/1977. de I Je
diciemhre. Sll1 peT.JUll"!(l de que, en ~upuestos excepcionale~ y cuando
10 r~quieran 1-¡cCL'sld"dL'S Urgi;'ntcs del scrvic}o. se le puedan. aSlgnar
funCIOnes propIas de ütro~ Cuerpos de 1nslltuclOnes PeOltenclanas: IOdo
eilo sin expreso pronuncwmiento en costas.)~

En su vir1ud. esta Secretaria General. de confonnidad con lo dis­
puesto en el articulo 103 v siguientes de la Ley Reguladora de la Ju­
risdIcción Conteneioso-Admimstmtiva, ha dIspuesto se cumplu en sus
propios terminos b cxpn:sadu sentcncia.

Lo que dIgo a V" l.. para su conocimiento y efectos.
Madrid. I de juma de 1992.-EI Secretario general de Asuntos Pc~

nitcnciarios. Anlonl Asunción Hemández.

El dia 21 de diciembre de 1990, ante el Notario de Madrid don
J\-1<mucl Rumos Armero se otorgó escritura de elevación a públicos de los
acuerdo., adoptados por la Junta General de la Sociedad (<lnmoblliana
Módulo. Socicdad Anónima)). de modificación y refundición de Estatu­
tos sot"iales. Por lo que aqui interesa. el articulo -2 de dichos Estatulos.
de nueva redacción, estable: «El objeto social lo constituye la realización
de toda clase de negocios inmobiliarios, en cualquier punto del territorio
nacional tanto de promoción de obras como de .construcción y reforma
de inmuebles. de- forma directa o subcontratada. así como la explotaríón
de bienes inmuebles bajo cualquier titulo jurídico y la enajenación o
gravámc-n de los mismos inmuebles -a la constitución sobre los nmmas
de cualquier derecho real.

Dichas actividades podrán ser desatroladas por -la Sociedad total o
parcialmente de modo indirecto. mediante la titularidad de acciones o
de participaciones. incluso en Sociedades con objeto idéntico o aná·
logm). Por su parte. el artículo 20.1 de los Estatutos, entre las facuItades
del Consejo de Administración. con el ITumero I recoge la slglllente:
«PartiCIpar en otras Sociedades constituidas o en período de conslllu­
cióm).

C\lIlSlituyc como una SOI~Lobhga(,.'10n mlegnmtc de la con¡r3prcsl::Jclon
h:l'>ica del comprador y se aplaz<l para ser satisfecho en 144 plazos
llh"115uales con un impane unitario Igual por mensualidad. ["Acepto el
ullimü, ~ además se im'orpora"u la escritura un cuadrtl de amortización.
firmado por ambas partes. en el que se especifica. siguiendo el sistcmJ
h;lllCés. la composición de cada una de las (uctas constantes. o sea, la
lHrh: qUl: dl'las mismas corresponde a amortización de capital y de ésta
:.ll abono de intereses, sin que lo que en cada año ha de ahonarse por
i:l(Cn,'scs cxcl'da de una anualidad de los mismos. computados mes a
mes. sohn: el total del capital garantizado. Por otra parte. 1n norma del
<:Iniculo 151. 2.°, del Reglamento Notarial relativa al uso de guarismos
en lclr:.> tiem' su cxccpt'ión en el propio precepto al señalar que no ser<í
l)e'cesario ((cuando constituvan rcferenria numérica de la:. fcthas v datos
de airas documentos)), como sucede en este caso. en que se testlmoni<l
d cuadro de amonizaciÓn.

3.. Igualmente. en relación a la inscripción de la cl<íusu!<.l penal y de
l¡l estipulación por la que el comprador había de ahonar. en, caso, de
rv~olucion. una delciminada canlidad en concepto de uso y ullllzaclón
del piso vendido. habrá que estar a 10 declarado en las resoluciones
t1l1t<lS \'('ces mencionadas que concluyen en la necesidad de la inscrip­
Ción registral de tales cláusulas en coherrncia con las exigencias de
d;lridad y precisión de los pronum:iamientos tabulares. y de la necesaria
(-\pn'SIÓn en el aSlcnto de todos los pormcnores del utulo que definan
b extensión del asiento inscrito. Unicameme habra que indicar. en
l-dllCl/lI1 con el extremo recogido en el apartado a) del delccto segundo
-no recurrido-o la consignación. en caso de resolución. tanto del precio
:lbonadú como de los intereses satisfechos. pues uno y otroS integran la
(·o1l1nlprcstación del comprador que equilibra la lrnnsmisión dominical
pL'rsegUlda. y Sin que pueda hacerse la dedUCCión directa.

4. Respecto de la pretendida vulnernción del artículo 10 de la Ley
tic Defensa de los Consumidores. de 19 de julio de 1984. ha de
It'COHiarsc la doctrina sentada .por este Centro directivo conforme a la
cual los medios de calificación de que dispone el Registrador -artículo
i S de lo Ley Hipotecaria- impiden a éste apreciar si las concretas
t'stipul~lciones debatidas tienen carácter abusivo conforme a dicha Ley.

5. El defecto 5.° de la nota no ha sido impugnado. y en cuanto al
recogido en el número 6. es el propio Presidente del Tribunal Superior
de Cataluña -que es a quien en las cuestiones que plantea el Derecho
("'¡vil de esta Comunidad Autónoma corresponde dictar la resolución
ddiniti\'a en estos recursos- el que estima en el auto apelado que
L'orresponde a la Dirección General decidir en este caso porque, en rigor.
'IIInq'ue la nota del Registrador alude a un apoyo en la tradición jurídica
eatal<in::!.. ((la base dc su argumentación se fundam-:nta en normas de
derecho común».

6. Por último. en cuantO al'defecto 7.° -no aportación de los
Estatutos sociales de la Entidad compradora-o procede su revocación
dadO" que en la escritura calificólda aparecen literalmente transcritos en
la parte que afecta a las facultades de quien compareció en su nombre
a formalizar-la compra pactada.

Esw Dirección General ha acordado revocar el auto apelado y la nota
del Registrador en los extremos recurridos.

Madrid. 1 de junio de 1992.-EI Director general. Antonio Pau
Pcdrón.

Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

RESOLUCJON de J. de junio de 1992, de la Secretaria
General de Asuntos Penitenciarios. por la que se dispone
el cllmplimiento de la sentencia de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Súperior dE' Justicia de
Granada. dictada en el recurso número 927//990, inter­
puesto por don Rafael Bahamonde PascllO!.

Visto por la Sala de lo Contencioso--Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Granada, el recurso número 927/1990. inter·
puesto por don Rafael Bahamonde Pascual, contra ,resolución de la Di­
rección General de Instituciones Penitenciarias de 13 de marzo de 1990.
Que desestimó las peticiones fonnuladas por el recurrente en escrito de
10 de octubre de 1989. la citada Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Granada. ha dictado sentencia de
23 de marzo de 1992, cuya parte dispositiva dice así: ((Fallo: Que re·
chazando como rechaza la causa de inadmisibihdad invocada por la
Administración demandada. debe estimar y estima íntegramente el re­
curso contencioso·administrativo inte!J'uesto por don Rafael Bahamon­
de Pascual, contra la resolución dictada, en fecha 13 de marzo de 1990,

'por la Subdirección General de Personal de la Dirección General de
Instituciones. Penitenciarias, que- desestimó las pcticione~ fonnuladas.
en escrito de fecha 20 de octubre de 1989, por el recurrente funCIOnario
del Cuerpo Especial Masculino de Instituciones Penitencianas. con des·
tino en el Centro Penitenciario de Granada. en el sentido de que se
dieran las órdenes oportunas al Director del Centro mencionado para
que se abstuviera de encomendarle .tareas o serVicios auxiliares" Il1CI,;¡-\·
nicos o dc trámite administrativo similares a las que se le veman en-
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62.3 del ,:,igentc Reglamento del Registro Mer~antil, extiendo la presente
en Madrid a 15 de marzo de 1991>~.-El RegIstrador. Firma ilegible.

111
Contra los defectos segundo y tercero contenidos en dicha nota de

calificación.eI Presidente delConsejo de Administración de la Entidad
,dl~mobiliana Módulo: Socledad Anónima». interpuso recurso de
reforma en ~a.se a las sIguIentes alegaciones: Que la tacultad concedida
a los AdmlOlslradores por el artículo 20. 1) de los Estatutos no
contra~ice ni vulnera en absoluto la definición del objeto social
contenida en el articulo 2 de los mismos: que el facultar a los
\dministradores para invertir los fondos sociales o títulos valores de
cualquier .na~u.ralcza ~s otorgarles la capacidad para la realización de
negocIOs jundlcos mIentras ,que el definir que el objeto social puede
desarrollarse de modo mdlrecto a través de compañías de objeto
idcnllco o ~nálogo es algo completamente distinto pues supone simple­
n,lcn1e: matIzar una actividad para salvar la limitación Que supondria el
slkf'!CIO sobre est~ punto. segun el artículo 117.4 del Reglamento del
RegIstro Mercantil; que al derecho de la recurrente interesa no tener
inactiva su tesorería y hacerla rentable segun las condiciones del
mcrcado; que no se ha ampliado el objeto social de la Sociedad como
se dice en la calificación registral sino que simplemente se han
especificado las actividades que lo constituyen: que ya con anterioridad
la Sociedad tenía por objeto social la explotación de bienes inmuebles
~ajo cualquier título jurídico o la enajenación o gravamen de los mismos
mm.uebles o la constltuci~n sobre los mismos de cualquier derecho real,
pudlen,d.o. por ,tanto• .reaJ¡~r toda clase de actos y negocios en materia
mmoblllana, Siendo ImposIble ampliar 10 que se enunció en términos
tan genéricos; que sin embargo al obligar el artículo 9.2 de la Ley de
So~iedade~ Anónimas a, d~terminar las actividades que integran el
objeto SOCIal, yen cumplimiento de dicho precepto, la Junta general ha
p~ocedido a dar nueva redacción estatutaria a dicho precepto. no
pudiendo considerarse dicha redacción «ampliatoria» del anterior conte­
nido.

IV

El Registrador acordó mantener la calificación en todos sus extremos
e inform~ Que: El articulo 9 de la ,Ley de Sociedades Anónimas exige la
const<lnCla ~n los Estatutos del objeto social, determinando las activida­
des Que lo IOtegran y en el mismo sentido se pronuncia el artículo 117
del R,eglamc':Ito del Registro Mecantil: Que en consecuencia se exige que
el obJc!o SOCIal se concreta precisando las actividades que lo integran y
prohJblC~do expre.samente (artic:.llo tl7,3 del Reglamento del Registro
Mcrcanu,l) Que se Incluya,_ como parte del objeto social la realización de
cu~ksqull~ra,otras actividades de lícito comercio o expresiones de
anaJogo slgmficado; que el objeto social tiene la función de servir de
garantía a los ,terceros que contratan con la Sociedad y. por tanto,
cua.lquier ~od¡ficacióf'! del mismo debe ser publicada; que el objeto­
SOCIal constituye el límite natural de las facultades representativas de los
Administradores de la Sociedad; Que"en el caso concreto la Entidad
recurrente modifica el articulo 2 de los Estatutos dándole u~a redacción
que cumpl~ perfectamente la exigencia de la concreción del objeto social;
que. al mismo tiempo. hace uso de la disposición contenida en el
aparta~o cuarto del artículo 117 del Reglamento del Registro Mercantil
y maOlfiesta expresamente Que dichas actividades podrán ser desarrolla­
das mcdiante la Socicdad total o parcialmente de modo indirecto
mediante la titularidad, de acciones o participaciones incluso e~
Sociedades con objeto idéntico o análogo: que al regular lo¿ Estatutos las
atribuciones del Consejo de Administración dicen Que éste tiene la
representación de la Sociedad y está investido de los más amplios
poderes. facultades y atribuciones para regir y administrar la misma,
par~ anadir Que en especial es atribución del Consejo participar en otras
Socled,!-des c~n~tituidas o en período de constitución; Que la cláusula
lrans,cnta en ultimo lugar no se refiere a Sociedades con objeto idéntico
o analogo al de la recurrente porque, aparte de que entonces sería ociosa
su inclusión entre atribuciones del órgano de administración (al estar
autorizado expresamente con el artículo 2 de los Estatutos el desarrollo
del objeto social de modo indirecto mediante la participación en
Sociedades de objeto idéntico o análogo), del tenor literal de la <..'láusula
res~lta la autoriza.ción q~e se confiere al Consejo para participar en otras
Soclc.dades; que sl,el articulo 117 del Reglamento del Registro Mercantil
prohIbe que se Incluyan como parte del objeto la realización de
cualesquiera otras actividades de licito comercio, sin que pucdan
emplearse expresiones de análogo significado, introducir la c1ásusula
mencionada en el artículo 20.1 de los Estatutos es vulnerar dicha
prohibición; que dicha cláusula además supone una autorización al
Consejo para ampliar por sí solo el objeto social lo que vulnera el
principi? de seguridad d,e los accionistas presentes y. futuros: que la
ResolUCión de 13 de abnl de 1986 reconoce la inscnbibilidad de una
cláusula como laque nos ocupa. pero añadiendo que debía ser entendida
dentro de los limites del objeto social. por lo que a «sensu contrario» si
se entendiera (uera de los limites de dicho objeto social sería inscribible;
que la resolUCIón de 18 de mayo de 1986 confirma la tesis mantcnida
como se desprende de sus conslderandos 4.° y 5.°: que la resolución de
16 de marzo de 1990 ratifica, la tesis antes 'iostenida en orden a la

concreción del objeto social y dice que éste constituye el límite máximo
del contenido del poder de representación del órgano de adminsitración
señalando que cláusulas como las que nos ocupan. deben ser interpreta­
das ~o,mo ampliación del objeto social. con lo que han de exigirse los
requISItos necesarios para dIcha ampliación; que, en el caso que nos
ocupa. no han sido cumplidos al tratarse de una adptación: que la
argume~tación del re~urrente de que es .imposible la disposición de
fondos libres de la SOCIedad. a consecuencIa de la calificadón carece de
fundamento, ya que en la nota de calificación no se hace referencia para
nada a la posibilidad de que la Sociedad pueda tener o no una cartera
de valores. ni por el hecho de no poderse incluir en el objeto social los
actos)urídicos. se cuestiona la posibilidad de que los Administradores
adqUIeran v~lores para la Sociedad: que toda Sociedad mercantil gUla de
plena ca~aCl<~a;d. pero n,o es posi~le ampararse en ella para propiciar la
mdctermlOaclOn del objeto permltendo a los Administradores por via
estatutaria y actuando «per se», traspasar los límites del objeto social:
quc ,u!'a c,o,sa L'S la mera ~dquisición d~ ,,:alores y otra muy distinta la
partlClpaClon en otras SOCIedades constitUIdas o en período de constitu­
ción. para esto ultimo exige el artículo 11T del Reglamento del Registro
Mc~cantil reflejo _explícito del objeto social y siempre referido a
SOCiedades con objeto idéntico o análogo con la finalidad de evitar que
participando cn la constitución de Sociedades con objeto distinto al suyo
se diluya el propio; que en cuanto al segundo defecto recurrido, si por
el recurrente se estima que las nuevas actividades enunciadas en el
artícul!J 2 de los Estatutos ya estaban incluidas en el texto antiguo. no
se entiende la razón de darle nueva redacción teniendo en cuenta,
ad~más: que el objeto social en su texto original se ajustaba a las
eXIgencias .de,1 artículo ,117 del R~la~ento del Registro Mercantil por lo
Que se haCIa mnecesana su modificaCión: que de la simple lectura de los
dos textos del artículo 2 se deduce que eXisten diferencias tan notables
como la -inclusión de nuevas actividades como se desprende de la
exp~esión «así como» que separa las actividades que ra recopa el texto
onglOal de las nuevas que ahora se anaden: Que por ultimo no se
acredita la identidad de la persona que firma el escrito de interposición
del recurso. al no aparecer su firma' legitimada.

V

Contra dicho acuerdo. el Presidente del Consejo de Administración
de «lnmobiliaria Módulo. Sociedad Anónima», interpuso recurso de
alzada. manteniéndose en sus alegaciones, y anadiendo: que con
respecto a la identidad del firmante del escrito no existe ninguna norma
en nuestro ordenamiento jurídico que exija la legitimadón de la lirma:
el Reglamento del Registro Mercantil la exige sólo-en varios supuestos
taxativos. pero no en el caso del recurso gubernativo; Que el dar nueva
redacción al objeto social no supone siempre una modificación de su
contenido, que sólo se produce cuando se alteran las actividades
estatutarimente previstas o .se yuxtaponen nuevas actividades. que la
nueva redacción no introduce variaciones con suficiente entidad cuanti~
tativa o cuali~ativa para entender modificado el objeto social. encontrán­
donos más bIen con lo que la doctrina llama un «negocio de fijaciÓn»
que ha sido admitido jurisprudcncialmente por la doctrina de -la Sala
Primera; que si es atinado el juicio del Registrador acerca de que en l.:.i
anti&;ua redacción de los Estatutos el objeto social se ajustaba ya a lo
prevIsto en la nueva legislaCIón de Sociedades Anónimas y del Registro
Mercantil. nos encontraríamos con que la Sociedad había realizado un
trabajo inútil, pero no por ello hay que entender modificado el 01:lJe1o
social; que la Dirección General de los Registros y del Notariado ha
reconocido que las variaciones insustanciales del objeto social no han de
conslderarsc verdaderas modificaciones (en este sentido resolución de 6
de diciembre de 1954), y en este caso, por tanto, no es necesaria la
publicación de edictos; que con respecto a la compra de acciones por el
Consejo de Administración. hay que diferenciar dos cuestiones distintas:
De I;In lado la prohibición legal de que una Compañía anónima pueda
participar en otras de análogo o idéntico objeto social. cuando esta
posibIlidad ~o,ha sido expresamente prevista en "los Estatutos: de otra
parte. la pOSibilidad de que la Compañía tenga una cartera de valores.
con títulos de otras. Sociedades de objeto diferente. Las dos cuestiones
son distintas porque la primera quiere proteger el propio objeto social,
que se torna complejo cuando el negocio se realiza en parte a traves dl:
otras Compa~ias. por 10 que es preciso que esa posibi,lidad se ,r~cuja
dentro del objeto SOCIal; mIentras que la segunda, es decIr. la aqulslclÓn
de acciones de otras compartías. es un acto de lícito comercio de los qUe
no pueden incluirse dentro del objeto social por imperativodel articulo
117.3 del Reglamento del Registro Mercantil. lo que no quiere decir en
modo alguno que el órgano administrador no puede realizarlas; que la
costumbre de detallar de forma enunciativa los negocios jurídicos que
pued,c rea!Jzar el Consejo de Administración puede parecer de un
caSUlsmo mneccS3rio. ya Que su esfera de actividad no tiene limites
dentro del objeto ,iOcial. pero tiene su utilidad por la necesidad di: que
los poderes sean bastanteados en muchas ocasiones; que en cualquier
caso~ por ser lOnecesario no por ello deja de ser perfectamente licita
Preclsamcnte, lanto en la legislación contable contenida en la Ley de
Sociedades Anónimas. como en el nuC,vo plan contable, se dan normas
especificas para la debida transparencia de ese tipo de inversiones y d...
los heneficios atiplCos que producen.
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Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 117 del Reglamento del Registro Mercantil. 9 de
la Le) de Sociedades Anónimas y las Resoluciones de 16 de marzo de
It,lQO, ~2 de Julio de 1991 y 10 de septiembre de 1991.

l. La primera de las cuestiones que se plantean en el presente
fCl'Ulsn SI.' reficrc a la inscribibilidad de la cláusula contenida en el
artículo 20, J de los Estatutos de la Entidad recurrente, que atribuye a los
Adn-linislradorcs específicamente la facultad de ~(participar en otras
Sociedades constituidas o en período de constitución». Sostiene el
Rqüstr<Jdor que esta cláusula al no ceñirse a las Sociedades con idéntico
ol'.idü social que la recurrente -lo que por otra parte resultaría
mn~:cc"'ano dado que ya se prevé en los Estatutos la posIbilidad de
desarrollar el objcto social mediante la participación en Sociedades de
idl'nllco objeto- implica una ampliación indIrecta del obJeto socIal y,
por tanto, no puede ser inscrita,

2. Como ya se ha señalado esta Dirección General. debe partirse de
un~( L'onsideración esencial. cual es la exigencia de una precisa determi~

nación del objeto social y la cosiguienlc exclusión de aquellas cláusulas
cstmutarias que menoscaben la delimitación del ámbito de actuación
que aquél implica, o enturbien su específica relevancia jurídica. y así
rcsulta tanto del mandato legal contenido en el artículo 9-lctra b) del
1('>.to refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, como de la
lrascendl..'ncia misma que el objeto social reviste, así en la relación
interna de los socios y la Sociedad, como cn las que esta establezca con
tl'TeI..'ros, y aunque en este plano externo su alcance quede ostensible­
nlrnle reducido a tenor del nuevo artículo 129,2.° del texto refundido
de la Ley de Sociedades Anónimas, no por ello queda totalmente
elllnmado (piénsese en la hipótesis de actuación extralimitada indubita­
daOll'nte conocida por el tercero).. Por otra parte, si uno de los efectos
qUt: la Ley anuda al objeto social. en armonía can su finalidad
delimitadora del ámbito económic.o en el que ha de desenvolverse la
Sociedad, es la definición de la extensión del poder de representación
L1l1C corresponde al órgano gestor (articulo 129, 1.0 del texto refundido
de la Ley de Sociedades Anónimas), dos consecuencias resultan inequi­
vacas: a) Por una parte, la no necesidad de una adicional y coincidente
dc0nición estatu~taria de ese poder representativo, mediante la enu!!1c­
racIón pormenorizada de las facultades que lo mtegran (en este sentIdo
se ha pronunciado ya este Centro directivo en Resolución de 16 de
marlO de 199Q); b) Por otra. la incertidumbre que se produce cuando en
esa enumeración se incluyen facultades que entendidas en término~
absolutos dcsbordarian C'13T'oimente el objeto social. pues tanto podría
entendesc que esta atribución suplementada revela una ampliación
indirecta de aquél, con todas las consecuencias que ello llevaría consigo
(lo mismo respecto de los socios que respecto de los terceros). como que
la finalidad perseguida es exclUSivamente la mera autorización antici·
pada para la realización ocasional de actos ajenos al ámbito de actividad
propio de la Sociedad (lo que, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo
129.1: de la Ley de Sociedades Anónomas, sustentarla su validez y
('flcacia frente a la Sociedad y excluiría la eventual responsabilidad de
ll?!:. Adminis~radores, I?ero sin comprometer,en modo a.lguno·~a4elimjt,a­
clón del objeto previamente efectuadél. m su especifica slgmficaclon
jurídica como definidor del vínculo que liga al socio con la Sociedad
-Vid. articulas 147 y 26Q.3.o del texto refundido de la Ley de Sociedades
Anónimas-) y. consiguientemente, como obstativo del empleo abusivo
y reiterado de la facultad suplementaria. Esta indeterminación, en claro
contraste con las exigencias de una correcta tecnica estatutaria (que
imponen la precisa delimitación del objeto social- en la cláusula a tal fin
destinada). así como con las de cláridad y fijeza tanto en el contenido
normativo de los Estatutos sociales como en el de los pronunciamientos
registrales (en aras de la ¡nequivoca delimitación de la posición jurídica
que al socio corresponde en la Sociedad), justifica por tanto, el rechazo
registral a la5 cláusulas. como la ahora debatida, Que pueden constituir
la atribución de limitadas facultades adicionales y que además no
especifican de modo inequivoco su significación.

4. Por lo demás ha de reconocerse que la suscripción o posterior
adquisición por una Sociedad Anónima de acciones o participaciones
sociales de una Entidad que tenga un objeto social diferente. no implica
necesariamente, para quella, una actuación ajena a su objeto social; si
bim supone la dedicaCión de parte del patrimonio de la Entidad a una
actl\'ldad distinta de la delimitada en su objeto. <Ílversa!:. circunstancias
(el reducido portentaje de participación, la relación cuantitativa entre
est<l p:micipaci6n y el total patrimonio de la Sociedad partícipe, las
e"igencias de rt>ntabilización de recursos excedentarios o de recursos que
no pueden o no deben ser inmediatamente aplicados a la consecución
de los fines propios de la Entidad) pueden hacer posible su calificación
cornoaclos complementarías. o auxiliares, pero. en definitiva, encauza­
dos \' subordinados a la consecución ültima del objeto social; habrá de
estarse. por tanto, al caso concreto para apreciar si existe o no
cxtralimitación del objeto social y aplicar las soluciones jurídicas que
resulten pertinentes.

5. La segunda cuestión que se plantea en el presente recurso hace
refcrencia a si se ha prodUCIdo una ampliación del objeto social sin
haberse cumplido los requisitos de publicidad exigidos por cllo en la Ley
de Sociedades Anónimas, como sostiene el Registrador. a la vista de la

nueva redacción dada al artículo 2 de tos Estatuto~ que lo define, o si
por el cOlltrnrio. como señala la recurrente, se ha procedido únicamente
a adapt3.r la cláusula estatutaria reguladora del mismo a lo dispuesto en
el artículo 117 del Reglamento del Registro ~1ercantil v 9 de la Le\' de
Sociedades Anónima!:.. El anterior precepto señalaba qu'e el objeto de la
SOCIedad C"s <da explotacion de hlenes inmuebles bajo cualquier titulo
jurídico y la rnajenaeiún {} gravamen de los mismos inmuebles o la
conslitución sohre los mismo.'> de cualquier derecho reah>. En su nueva
redacci~n el precepto estabkcc que: ~(El objeto. social lo constituye la
realizaCIón de toda clase de llrgocios mmobihanos, en cualqlller punto
del territorio nacional tanto de promoción de obra~ como de construc~
ción y reforma de inmuebles. de forma directa o subcontratada. así
como la explotación de bienes inmuebles o la constitución sobre lo~
mismos de cualquier derccho real. Dichas actividades podrán ser
desarrolladas pur la Sociedad tOlal o parcialmente de modo indirecto
mediante la titularidad de acciones o participaciones incluso en Socieda­
des con objeto idéntico o análogo», Pues bien, de la comparación entre
ambos precepto~ resulta qUe. tal y como sostiene la recurrente .. no puede
considerarse ampliado el objeto social por el hecho de haberse procedido
a una mayor especificación de las actividades que lo integran, de
conformidad con lo exigido por el artículo 9.2 de la Ley de Sociedades
AnÓnimas y 117.1 del Reglamento del Registro Mercantil (incluyendo
adema5 la determinación prevista en el párrafo 4.° del mIsmo precepto),
puesto que el objeto social sigue siendo la explotación de bienes
inmuebles por cualquier título. Por el hecho de que quizá dicha
especificación no hubiera sido necesaria en el caso que nos ocupa (con
la 5alvedad de la determinación expresa que exige el artículo 117.4 del
Reglamento del Registro Mercantil) no puede concluirse, sin más. que
a tra:vés de ella se haya producido una ampliación del objeto social. por
lo que el recurso debe ser estimado con respecto a este segundo defecto
(tercero de los contenidos en la nota de calificación).

Por todo ello esta Dirección General ha acordado desestimar el
recurso interpuesto respecto al segundo de los defectos señalados en la
nola de calificación y estimarlo con respecto al tercero, revocando la
nota del Registrador en este punto.

Madrid. 8 de junio de 1992.-EI Director generaL Antonio P:lll
Pedrón.

Sr. Registrador mercantil de Madrid.

RESOLUCI0N de 9 de junio de 1992, de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por el Institut Catalá del Sol. con·
tra la calificación del Registrador de la Propiedad de Mar­
torell suspendiendo la inscripción de un actwde ocupación
y resguardo de depósito,

En el recurso gubernativo interpuesto por el Institut Catalá del Sol
contra la calificaCión del Registrador de la Propiedad de Martorell sus­
pen~iendo la inscripción de un acta deocupaci6n y resguardo de de­
PóSito.

Hechos

El Institut Catalá del Sol lleva a cabo W18 actuación de promoción
de s?Clo industrial. en el ámbito del.PI~n Parcial de,Sant El!TIengol que
se ejecuta por el sIstema de expropl3clón ~r tasación conjunta. Apro­
bado defimtivamente el Proyecto de Expropiación forzosa de los bienes
y derechos afectados por el citado plan, entre los mismos se encontraba,
entre otras, la finca perteneciente a don Josep Maria Vilaclara inSCrita
en el Registro de. la Propiedad de Martorell en el torno 12, libro 1 de
Abrem, hoja llB, finca número 30. La indemnización correspondiente
a la finca fue fijada en 10.109.925 pesetas, habiendo sido depositada
tal cantidad 'en fa Caja General de Depósitos de la Generalitat de Ca­
taluña. En fccha .1 Ode octubre de 1990, se levantó el Acta de ocupación
de dicha finca SIO comparecencia del expropiado.

IJ

Presentada dicha Acta de ocupación junto con el resguardo de la
consi,W1ación en el Registro de la Propiedad de MartorelJ para la in~­
criJX:lOn de la finca a favor del Instltut Catalá del Sol, el Registrador
emitió la siguiente nota: «Sc ha practicado anotación preventiva de las
precedentes acta de ocupación y resguardo de d~lto a l?etición del
presentante al amparo del artIculo 12.3 del Re ento Hipotecario,
en el tomo 12 del archivo, libro I de Abrera, fo to 121, finca número
30, anotación letra A, suspendiéndose la inscripción que se solicita ya
que no resulta acreditado que lo consignado sea eljustiprecio, ni tam­
poco que no se haya impugnado la valoración de La Comisión Provincial


